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C. 

. 
V.S. 

Y 
OTROS. 
EXPEDIENTE No. 056/2007 

 

LAUDO. 
 

San Francisco de Campeche, Camp., a veinte de diciembre de dos mil diecisiete. 
 

EN CUMPLIMIENTO A LO ORDENADO POR EL H. TRIBUNAL COLEGIADO DEL 
TRIGESIMO PRIMER CIRCUITO CON RESIDENCIA EN ESTA CIUDAD DE SAN 
FRANCISCO DE CAMPECHE, CAMPECHE. 

 
 V  I  S   T  O  S: Para resolver en definitiva los autos que guardan el 
expediente laboral citado al rubro  y: 
 

R  E  S  U  L  T  A  N  D  O: 
 
I.- Que por escrito de fecha ocho de febrero de ***, recepcionado por esta Autoridad 
con fecha nueve del mismo mes y año  por medio del cual  el C. 

 DEMANDÓ 
AL C. 

 Y/O QUIEN RESULTE RESPONSABLE Y/O PROPIETARIO DE LA 
NEGOCIACIÓN DONDE PRESTABA MIS SERVICIOS PERSONALES DE 
TRABAJO DENOMINADA 

 Y/O QUIEN RESULTE SER LEGITIMO PROPIETARIO 
DEL BIEN INMUEBLE DONDE PRESTABA MIS SERVICIOS SUBORDINADOS el 
pago de su Indemnización Constitucional y demás prestaciones laborales que me 
corresponden en virtud del Injustificado e Ilegal despido del que fue objeto.  
 
Fundó su demanda en los siguientes: 
 

H  E  C  H  O  S: 
 

a).- CARGO: Que con fecha  principios de diciembre del año ****, ingresé a prestar 
mis servicios personales de trabajo a favor de los demandados, ocupando como 
último cargo el de encargado de almacén. 
 
b).- SALARIO: Percibiendo a últimas fechas un salario integrado de $******** (*** 
00/100 M. N.) quincenales es decir $****** (** 00/100 M. N.) diarios, por los cuales 
firmaba dos controles de nómina, uno por $******** quincenal y la diferencia en otro 
recibo de pago, controles que se quedaban en poder de la patronal.  
 
c).- JORNADA: En una jornada de trabajo comprendida de las 08:00 a las 21:00 
horas de lunes a sábado de cada semana, descansando los días domingos y 
disfrutando durante la jornada de dos medias horas diarias de descanso para  reposo 
o tomar alimentos dentro del centro de trabajo,  de lo anterior se colige que laboraba 
en forma extraordinaria 5 horas diarias que nunca me pagó la patronal, mismas que 
hacen un total de 30 horas extraordinarias semanales que se producen al observar 
que mi horario se encontraba comprendido dentro de la jornada diurna, cuya 
duración máxima es de 8 horas diarias, por lo que la conclusión de mis labores debía 
estarse a las 16:00 horas, hecho que jamás aconteció, pues siempre trabajé  hasta 
las 21:00 horas, como se indicó supra horas extraordinarias que durante mi último 
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año de labores hacen un total de 1,560 horas extras laboradas, mismas que no me 
fueron cubiertas legalmente, tiempo extra que deberá hacerse efectivo a favor del 
suscrito de la siguiente forma: 468 horas al 100% y las restantes 1092 horas al 
200%, en términos de lo que establecen los artículos 67 y 68 de la Ley 
Reglamentaria del artículo 123 Constitucional. 
 
d).- JEFES INMEDIATOS. Para el desempeño de mis labores recibía órdenes 
directas de los  C. 

, 

 Y 

, quienes se ostentan como 

, 

 y 

, 

de las empresas demandadas. 
 
En los términos antes  expuestos, venía prestando mis servicios personales 
subordinados a favor de los demandados, en el domicilio, ubicado en la 

 de esta 
Ciudad Capital; hasta que el día 28 de diciembre del año ****, siendo 
aproximadamente las 08:00 horas, al pretender ingresar a mi centro de trabajo, se 
me acercó el C. 

, Gerente de Administrativo, quien me manifestó de viva voz”. . . 

, POR ÓRDENES DE DON 

,| A PARTIR  DE ESTE MOMENTO 
YA NO TIENES TRABAJO, ESTAS DESPEDIDO, HAS LO QUE QUIERAS YA QUE 
NO SE TE VA A PAGAR NADA. . .”, actitud que considere completamente ilegal, por 
lo que de manera inmediata le pregunté el porque me estaba despidiendo, a lo que 
me contestó “. . . YA ME ESCUCHASTE ESTAS DESPEDIDO. . .” todo lo anterior 
ocurrió ante la presencia de compañeros de trabajo y diversas personas que se 
encontraban presentes en el señalado centro de trabajo. En términos de lo antes 
expuesto y fundado, por mi propio y personal derecho, considero me asiste el 
derecho para demandar EL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN CONSTITUCIONAL Y 
SU ACCESORIA DE SALARIOS CAÍDOS, LA PRIMA DE ANTIGÜEDAD LAS 
HORAS EXTRAS LABORADAS DURANTE MI ÚLTIMO AÑO DE SERVICIOS, 
ASIMISMO, SE RECLAMA EL PAGO DE MIS VACACIONES, PRIMA VACACIONAL 
DEL 25% Y AGUINALDOS DE MI ÚLTIMO AÑO DE SERVICIOS, HABIDA CUENTA 
QUE NUNCA ME LO CONCEDIÓ Y/O PAGO EL EMPLEADOR. 
 

AMPLIACIÓN Y MODIFICACIÓN 
 
1.- Se amplia en contra de los CC. 

 y de 

, toda vez que los mismos se 
beneficiaban de los servicios personales subordinados que mi mandante realizaba en 
beneficio de la demanda, por lo que solicito, se les condene al pago de todas y cada 
una de las prestaciones que en la demanda se señalan, ya que existía, relación de 
trabajo entre los antes mencionados y el  C. 

, por lo que existía la subordinación y 
la dependencia por ambas partes, quienes deberán ser emplazados a juicio ubicados 
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en la 

 de esta Ciudad  Capital, 2.- Se aclara que a últimas fechas el  C. 

, 
percibía a últimas fechas un salario integrado $******** quincenales es decir $****** 
diarios por los cuales firmaba dos controles de nómina, uno por $******** quincenal y 
la diferencia en otro recibo de pago, controles que se quedaba en poder de la 
patronal. 3.- Se aclara que mi mandante laboraba en una jornada de trabajo 
comprendida de las 8 horas a las 20:00 horas, de lunes a sábado de cada semana, 
descansando los días domingos y disfrutando durante la jornada de dos medias 
horas diarias de descanso para reposo o tomar alimentos dentro del centro de 
trabajo, de lo anterior se colige que mi mandante laboraba en forma extraordinaria 
cuatro horas diarias que nunca le pagó la patronal, mismas que hacen un total de 24 
horas extraordinarias semanales que se produce al observar que su horario se 
encontraba comprendido dentro de la jornada diurna, cuya duración máxima es de 
ocho horas diarias, por lo que la conclusión de sus labores debía estarse a las 14:00 
horas hecho que jamás aconteció pues siempre laboró hasta las 20:00 horas; horas 
extraordinarias que durante su último año de labores hacen un total de 1248 horas 
extras laboradas, mismas que no le fueron cubiertas legalmente; tiempo extra que 
deberá hacerse efectivo a favor de mi poderdante de la siguiente forma: 468 horas al 
100%, y las restantes 780 horas al 200% en términos de lo que establecen los 
artículos 67 y 68 de la ley reglamentaria. 4.- Se aclara que el capítulo de hechos 
consistente en que el día 26 de diciembre del ****, en el domicilio ubicado en la 

esta Ciudad Capital siendo aproximadamente las 8:00 horas, al pretender ingresar el  
C. 

, a su centro de trabajo, se le acerco el  C. 

, Gerente Administrativo, quien 
le manifestó de viva voz “

, a partir de este momento ya no tienes trabajo, así que 
estas despedido has lo que quieras ya que no se te va a pagar nada”  
 
II.- Por acuerdo de fecha doce de febrero de dos mil siete, se radicó la demanda en 
el procedimiento ordinario establecido, señalándose fecha y hora para la celebración 
de la audiencia de CONCILIACIÓN, DEMANDA Y EXCEPCIONES, OFRECIMIENTO 
Y ADMISIÓN DE PRUEBAS, ordenándose notificar personalmente a las partes por 
conducto del C. Actuario adscrito a ésta Junta, con los apercibimientos decretados 
en autos y contenidos en los Artículos 873, 876 Fracción VI, 878 Fracción VIII, 879 y 
demás relativos aplicables de la Ley Federal del Trabajo en vigor. 
 
III.- Con fecha catorce de junio de dos mil siete, se celebró la audiencia señalada en 
el párrafo anterior, compareciendo el C. LIC. 

 en representación de la parte 
actora y por la parte demandada el C. 

 en compañía del C. LIC. 

. Por lo 
que la audiencia se desarrollo de la siguiente manera: EN LA ETAPA DE 
CONCILIACIÓN: Se tuvo a ambas partes por inconformes con todo arreglo 
conciliatorio a pesar de que esta autoridad los exhortara para ello. EN LA ETAPA DE 
DEMANDA Y EXCEPCIONES: Se suspendió en virtud de que el profesionista 
compareciente en representación de la parte actora, amplió y modificó su escrito 
inicial demanda, señalándose hora y fecha para su continuación. Con fecha uno de 
octubre de ***, tuvo verificativo la celebración de la audiencia señalada con 
antelación, con la comparecencia de los CC. 

 y LIC. 
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 en representación de 
la parte actora y demandada, respectivamente. Por lo que la audiencia se desarrollo 
de la siguiente manera: EN LA ETAPA DE DEMANDA Y EXCEPCIONES: Se 
suspendió el procedimiento principal, en virtud de que la parte demandada promovió 
incidente de acumulación, el cual seguido los trámites correspondientes, mediante 
resolución interlocutoria se resolvió dicha cuestión incidental resultando totalmente 
improcedente por los motivos expuestos y fundados señaladas en la misma, que por 
economía procesal se tienen por reproducidos como si se insertaran a la letra, 
regularizándose el procedimiento principal y se señaló hora y fecha para la audiencia 
de ley. Con fecha veintinueve de febrero de ***, tuvo verificativo la celebración de la 
audiencia señalada con antelación, con la comparecencia de los CC. LICDOS. 

 y 

 en representación de la parte actora y demandada, respectivamente. Por lo 
que la audiencia se desarrolló de la siguiente manera: EN LA ETAPA DE DEMANDA 
Y EXCEPCIONES: como lo solicitara el C. LIC. 

, se le reconoció personalidad 
al igual que a los CC. LICDOS. 

, 

 y 

 como apoderados jurídicos 
del actor para que lo representen durante la secuela del presente juicio laboral, en 
términos de los artículos 692 Fracción I y 696 de la Ley Federal del Trabajo  y con 
base a la carta poder exhibida y agregada en autos, asimismo se afirmó y ratificó de 
todos y cada uno de los puntos de hechos y de derechos de su escrito inicial de 
demanda, así como de la ampliación y modificación a la misma; con relación a los 
CC. 

, 

, 

 E 

, el primero en su carácter de codemandado físico y 
como propietario de la negociación demandada 

, el segundo como propietario 
del bien inmueble demandado y los dos últimos como codemandados físicos; 
aclarando que al C. 

 solo se le reconoció personalidad para representar a los 
CC. 

 y 

, a los cuales se les tuvo por dando contestación mediante escritos 
de fechas quince de agosto, primero de octubre y dos de mayo, todos de *** y de los 
que se le dio vista y corrió traslado de un tanto a su contraparte para el efecto de que 
manifestara lo que a su derecho conviniese; y por último, ambas partes hicieron uso 
del derecho de réplica y contrarreplica, respectivamente en la forma y términos que 
quedaron asentados en autos. EN LA ETAPA DE OFRECIMIENTO Y ADMISIÓN DE 
PRUEBAS: Se tuvo a la parte actora por conducto de su apoderado jurídico por 
exhibiendo un escrito constante de tres fojas útiles con fecha primero de octubre de 
dos mil siete, por medio del cual ofreció sus probanzas y del que se le dio vista y 
corrió traslado a su contraparte para el efecto de que haga valer lo que a su derecho 
convenga; por lo que respecta a la parte demandada, su apoderado exhibió un 
escrito constante de dos fojas útiles con fecha veintiocho de febrero de ***, por medio 
del cual ofertó sus probanzas y del cual se le dio vista y corrió traslado a su 
contraparte para los fines y efectos legales conducentes; por último se tuvo a las 
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partes por objetando las pruebas de su contraparte en la forma y termino que 
quedaron en autos. Procediendo esta autoridad a calificar las probanzas ofertadas 
por las partes de conformidad con lo establecido en los artículos 880, 883 y 884 de la 
Ley Federal del Trabajo, admitiéndolas por ser legales y procedentes y no ser 
contrarias a la moral ni al derecho; con excepción de las pruebas ofertadas por la 
parte actora y demandada que ahí se detallan, en virtud del razonamiento expuesto y 
fundado que por economía procesal se tiene por reproducido como si se insertara a 
la letra, señalándose fecha y hora para el desahogo de las pruebas que por su 
naturaleza lo requirieron, y en cuanto a las pruebas PRESUNCIONES LEGALES Y 
HUMANAS E INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES se dejaron en autos en virtud de 
que las mismas se desahogan por su propia y especial naturaleza y a las que se les 
dará su alcance y valor probatorio en el momento procesal oportuno. Habiéndose 
desahogado todas y cada una de las pruebas aceptadas por esta autoridad, con 
fundamento en el artículo 784 fracción IV de la Ley Federal del Trabajo, se les 
concedió a las partes el término de tres días hábiles contados a partir de la fecha de 
la notificación para que formulen y rindan sus respectivos alegatos, sin que los hayan 
rendido, teniéndoles a éstos en consecuencia por perdido tal derecho, por lo que con 
fundamento en el artículo 885 de la Ley Federal del Trabajo, el C. Auxiliar declaró 
cerrada la instrucción y turnó los autos del presente expediente al C. Proyectista para 
la elaboración del proyecto de resolución en forma de laudo en el término legal 
correspondiente. 
 
IV.- Con fecha dos de octubre de ***, el C. 

, por conducto de su apoderado 
jurídico, interpuso Amparo Directo en contra del Laudo de fecha dieciséis de junio de 
***, Amparo número ***/**** del cual conoció el H. Tribunal Colegiado del Trigésimo 
Primer Circuito, con residencia en la Ciudad de San Francisco de Campeche, 
Campeche, y seguido los trámites correspondientes se resolvió de la siguiente 
manera: “. . .La Justicia de la Unión AMPARA y PROTEGE a 

, contra del 
acto reclamado a la Junta Local de Conciliación y Arbitraje, con residencia en 
esta ciudad, consistente en el laudo de dieciséis de junio de ***, para los 
efectos indicados en el considerando último de esta ejecutoria. . .”. Con fecha 
dieciocho de mayo de ***, esta Autoridad emitió un acuerdo que en su parte 
conducente dice: “. . .y en estricto cumplimiento a lo Ordenado por el Tribunal 
colegiado del Trigésimo Primer Circuito, en el Expediente No. ***/****, motivo 
de la demanda de Amparo Directo promovida por 

, esta Autoridad se 
pronuncia al respecto: I.- Se deja insubsistente el laudo de fecha dieciséis de 
junio del ***, combatido en autos del expediente laboral No. ***/****, II.- Se 
repone el procedimiento a la audiencia de dos de junio de ***, en la que se llevó 
a cabo el desahogo de la confesional a cargo del actor 

; III.- gírese atento 
oficio a la FISCALIA GENERAL DEL ESTADO DE CAMPECHE Dirección de 
Averiguaciones Previas (antes Procuraduría General de Justicia), en relación al 
expediente CCH-***/****/****; con domicilio en el Av. José López Portillo s/n, 
Colonia Sascalum. C.P. 24095 de San Francisco en esta Ciudad Capital, 
(ampliamente conocido) Campeche; solicitando se sirva informar lo siguiente: 
sobre la existencia de orden de aprehensión con contra del C. 

 y la fecha 
de su emisión, asimismo se sirva remitir copias certificadas pertinentes a la 
autoridad actuante. Lo anterior con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos 688 de la Ley Federal del Trabajo en vigor y una vez cumplimentada 
se agregará a los autos para que ésta autoridad le dé el alcance y valor 
probatorio que se merecen en el momento procesal oportuno. IV.- gírese 
atento oficio al Centro de Reinserción Social San Francisco de Kobén, 
Campeche; con domicilio en el Carretera Campeche, Mérida Kilómtro 5, fijo y 
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conocido de San Francisco en esta Ciudad Capital, (ampliamente conocido) 
Campeche solicitando se sirva informar lo siguiente: que si el día dos de junio 
de ***, el C. 

 se encontraba privado de su libertad en dicho lugar, en virtud 
de la ejecución de una orden de aprehensión en su contra. Lo anterior con 
fundamento en lo estipulado por los artículos 688 de la Ley Federal del Trabajo 
en vigor y una vez cumplimentada se agregará a los autos para que ésta 
autoridad le dé el alcance y valor probatorio que se merecen en el momento 
procesal oportuno. Hecho lo anterior, una vez recabada la información 
pertinente, se tomara en consideración para la prueba confesional, se continúe 
con el procedimiento y en su momento procesal oportuno, se dicte un nuevo 
laudo en el que con libertad de jurisdicción resuelva lo que estime pertinente. . 
.”.  
 
V.- En estricto cumplimiento a la ejecutoria señalada en el párrafo que 
antecede, y una vez desahogadas y recibidos los informes correspondientes, y 
desahogada la confesional a cargo del C. 

en su carácter de actor, prueba 
ofrecida por la parte demandada (ver fojas 341, 342 a 346, y 356 a 357, 
respectivamente), con fundamento en los artículos 735 y 884 fracción IV de la 
Ley Federal del Trabajo, se le concedió a las partes el término de tres días 
hábiles contados a partir de la fecha de la notificación para que formulen y 
rindan sus respectivos alegatos, no haciendo uso de ese derecho, por lo que 
mediante acuerdo de fecha seis de noviembre de ***, de conformidad con lo 
estipulado en el artículo 885 de la Ley de la materia, el C. Auxiliar declaró 
cerrada la instrucción y turnó los autos del presente expediente al C. 
Proyectista para la elaboración del proyecto de resolución en forma de laudo 
en el término legal correspondiente.”. 
 

C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O: 
 

I.- Que esta Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Estado de Campeche, es 
competente para conocer y resolver el presente conflicto laboral de conformidad con 
lo establecido por los artículos 116 fracción V, y 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en concordancia con los numerales 523, 529, 621 y 
demás relativos aplicables de la Ley Federal del Trabajo en vigor. 
 
II.- Que la litis en el presente conflicto laboral consiste en determinar si es 
procedente la acción de Indemnización Constitucional por despido injustificado del 
que alega el actor C. 

, fue objeto o si por el contrario como manifiesta el C. 

 en su carácter de propietario de la negociación demandada denominada 
“

”, que el actor jamás ha sido objeto de despido alguno, e incluso le ofrece 
regrese a su trabajo en los mismos términos y condiciones en que lo venía 
desempeñando; por lo que en consecuencia esta Autoridad, previo estudio del 
ofrecimiento de trabajo realizado por la demandada, atendiendo a los hechos 
controvertidos de la demanda inicial, aclaración y modificación a la misma, 
considerando las condiciones en que se ofreció y observando la conducta procesal 
asumida por el patrón durante el procedimiento, determina que resulta ser de MALA 
FE, ya que el oferente, si bien es cierto que controvierte el horario, el cual resulta 
benéfico para el trabajador toda vez que se ajusta a una duración de jornada que se 
encuentra dentro de los máximos que la Ley Federal del Trabajo establece, así como 
también el cargo el cual si lo demuestra, también lo es que controvierte el salario, lo 
cual no demuestra de acuerdo a la carga procesal que consagran los artículos 784 
Fracción XII y 804 Fracción II de la ley en cita, sin que sea dable calificar, de mala fe 
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la oferta de trabajo bajo el argumento de que el actor fue denunciado penalmente, 
pues tal denuncia no constituye una conducta desprovista de buena fe, puesto que 
dicha denuncia es una facultad que contempla el articulo 17 constitucional, al 
establecer que ninguna persona podrá hacerse justicia por si misma ni ejercer 
violencia para reclamar un derecho, es decir implícitamente autoriza a todo 
gobernado acudir ante las autoridades para que determinen tales derechos y hagan 
justicia. Por tanto la circunstancia que el patrón haya presentado una denuncia ante 
la Autoridad respectiva en contra del trabajador, por estimar que estos cometieron un 
hecho que el denunciante cree podría ser delictuoso, no puede conceptuarse 
como una conducta de mala fe, pues de sostener lo contrario, se obligaría al 
patrón a aceptar la existencia de cualquier conducta del trabajador, aún cuando 
pudiera ser delito, haciendo nugatorio el precitado derecho, que deriva de nuestra 
Carta Magna; en consecuencia ésta autoridad determina que la carga de la prueba 
le corresponde a la parte demandada, es decir, probar la inexistencia del Despido 
que aduce; lo anterior basándose en los siguientes criterios jurisprudenciales 
siguientes:   

 
DESPIDO. LA NEGATIVA LISA Y LLANA DEL PATRÓN 
DEMANDADO NO REVIERTE LA CARGA PROBATORIA AL 
TRABAJADOR.  De los artículos 784 y 804 de la Ley Federal del 
Trabajo se infiere la regla general de que corresponde al patrón la carga 
de probar los elementos fundamentales de la relación laboral, por ser 
este el que puede disponer de los elementos de convicción, entre otros 
motivos, por el imperativo legal que se le impone de mantener, y en su 
caso, exhibir en juicio, los documentos relacionados con aspectos 
fundamentales de la contratación laboral.  Este criterio es armónico con 
la reiterada jurisprudencia de este Suprema Corte de Justicia y se 
compagina con el carácter inquisitivo que sobre el material probatorio 
se atribuye a las Juntas de Conciliación y Arbitraje.  Por ello, cuando el 
trabajador afirma que fue despedido injustificadamente y el patrón, 
conociendo la relación laboral,  niega lisa y llanamente el despido, la 
carga de la prueba no se revierte al trabajador.  Por otra parte, los 
artículos 46 y 47 del Ordenamiento citado establecen que el despido no 
es discrecional, sino que para ser válido y librar de responsabilidades al 
patrón, debe obedecer a causales determinadas, rodeando a este acto 
de una serie de formalidades específicas como darle aviso por escrito 
en el que se asiente los motivos de la decisión patronal, entre otros 
datos;  ello,  con el claro propósito de proteger al trabajador de una 
situación en la que corre el riesgo de quedar en indefensión.   De aquí 
se sigue que si con desconocimiento de tales características que son 
propias del procedimiento laboral, se aceptara que la negativa lisa y 
llana del despido tiene el efecto de revertir la carga probatoria al 
trabajador, se propiciaría que el patrón rescindiera la relación laboral 
violando todos los requisitos legales y luego, al contestar la demanda, 
negara lisa y llanamente el despido, con lo cual dejaría sin defensa al 
trabajador, ante la imposibilidad o extrema dificultad que este tendría de 
probar un acto que generalmente ocurre en privado.  
Consecuentemente, esta Sala reitera el criterio de la  anterior Cuarta 
Sala de que la negativa del despido revierte la carga probatoria sobre el 
trabajador únicamente cuando viene aparejada con el ofrecimiento del 
trabajo, pero no cuando es lisa y llana. Contradicción de Tesis 45/94.  
Entre el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito y el 
Tribunal Colegiado en Materia administrativa y de trabajo del Séptimo 
Circuito.  16 de junio de 1995.  Cinco votos.  Ponente: Salvador Aguirre 
Anguiano.  Secretaria: Rocío Balderas Fernández. Tesis de 
Jurisprudencia 41/95.  Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión pública de dieciséis de junio de mil novecientos 
noventa y cinco, por cinco votos de los Ministros: Presidente: Juan Díaz 
Romero,  Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Mariano Azuela Guitrón, 
Genaro David Góngora Pimentel y Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
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Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Tomo II. Septiembre 1995. Tesis: 
2ª./j.41/95. Página: 279.  

 
OFRECIMIENTO DE TRABAJO; DEBE ESTUDIARSE SI SE 
ACREDITAN LAS CONDICIONES CON QUE SE OFRECE Y NO 
SIMPLEMENTE CONSIDERÁNDOLO DE BUENA FE.  Cuando el 
patrón al contestar la demanda niega el despido y manifiesta que 
puede presentarse el trabajador a laborar, en los términos y 
condiciones que se detallaron en el cuerpo de su escrito, ello implica la 
posibilidad de tres hipótesis: si la expresión constituye un ofrecimiento 
de reincorporación a las actividades, propiamente dichas; si las 
condiciones transcritas fueron realmente las existentes, en el 
momento del ofrecimiento y si hubo una propuesta real, con 
coincidencia de prestaciones y la buena fe del mismo. Por tanto, la 
responsable al emitir el laudo reclamado, debe estudiar si la 
categoría, salario y horario con que se ofrece el trabajo están 
acreditados o si por el contrario, deben prevalecer las expresadas por 
los actores, y no simplemente considerar de buena fe el 
ofrecimiento del trabajo. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
Amparo directo 975/95. Faruk Musa Gaseli Yaffar y Eduardo Nava 
Laborde. 21 de noviembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: 
Salvador Bravo Gómez. Novena Época. Instancia: PRIMER TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Tomo: III, Marzo de 1996. Tesis: II.1o.C.T.16 L. Página:   979. 

 
OFRECIMIENTO DEL TRABAJO, ES DE BUENA FE EL QUE 
SATISFACE LOS ELEMENTOS ESENCIALES DE LA RELACIÓN 
LABORAL. Si se ofreció el trabajo al contestar la demanda, 
especificándose en ella las condiciones en que el actor prestaba sus 
servicios, y no fueron controvertidos el salario, ni la categoría, ni la 
jornada, tal ofrecimiento se hizo de buena fe, pues precisamente las 
condiciones en que debe prestarse el trabajo consisten en la categoría 
asignada, el salario y la jornada, como elementos esenciales de la 
relación laboral que deben tomarse en cuenta para determinar la buena 
fe o  mala fe del ofrecimiento de trabajo. SEXTO TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo directo 1096/91. Wilfrido Vázquez García. 27 de febrero de 
1991. Unanimidad de votos. Ponente: Carolina Pichardo Blake. 
Secretaria: María Marcela Ramírez Cerrillo. Amparo directo 2062/93. 
María Guadalupe Bureos Padrón. 1º de abril de 1993. Unanimidad de 
votos. Ponente: J. Refugio Gallegos Baeza. Secretaria: María Eugenia 
Olascuaga García. Amparo directo 6996/94. José Manuel Rivera 
Corona. 6 de octubre de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: J. 
Refugio Gallegos Baeza. Secretaria: María Eugenia Olascuaga García. 
Amparo directo 11366/94. Iris Pérez Galindo. 31 de Enero de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: J. Refugio Gallegos Baeza. Secretaria: 
María Eugenia Oslacuaga García. Amparo directo 656/95. Max Zyman 
Harthur. 10 de febrero de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: 
Francisco Javier Patiño Pérez. Secretaria: María Eugenia Olascuada 
García. Novena Época. 

 
OFRECIMIENTO DE TRABAJO. EL CONTROVERTIRSE LA 
DURACIÓN DE LA JORNADA, EN BENEFICIO DEL TRABAJADOR. 
NO IMPLICA MALA FE. El hecho de que la parte demandada niegue 
el despido y a la vez controvierta algún hecho de la demanda, como lo 
es la duración de la jornada legal, sosteniendo que el trabajador 
desempeñaba una menor a la aducida, o sea, la jornada legal y, en 
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esos términos, ofrezca el trabajo, no implica mala fe, pues una oferta 
acorde a  las condiciones legales, esto es, dentro de los máximos que 
la Ley Federal del Trabajo establece, es legalmente válida, dado que la 
propuesta de ofrecimiento del trabajo no se califica atendiendo a 
fórmulas rígidas o abstractas, sino de acuerdo a los antecedentes del 
caso, a la conducta de las partes y a todas las circunstancias que 
permitan concluir de manera prudente y racional, si la oferta revela, 
efectivamente, la intención del patrón de continuar la relación laboral, 
resulta innecesario exigir, para estimar que el ofrecimiento de trabajo 
es de buena fe, que la demandada acredite la duración de la jornada 
que desempeñaba el actor, pues al ofrecer el trabajo con una jornada 
de duración menor, pero dentro de los límites legales, no altera 
dolosamente las condiciones de trabajo, independientemente de que, si 
durante la secuela del proceso queda establecido que el trabajador 
laboró una jornada mayor de la legal, el tiempo en exceso se pague 
como si se tratara de tiempo extraordinario. Contradicción de tesis 
44/92. Entre el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer 
Circuito y Tercer Tribunal Colegiado del Cuarto Circuito. 4 de Octubre 
de 1993. Cinco votos, Ponente: Felipe López Contreras. Secretario: 
Hugo Hernández Ojeda. Tesis de Jurisprudencia 43/93. Aprobada por 
la Cuarta Sala de este Alto Tribunal en sesión privada del ocho de 
noviembre de mil novecientos noventa y tres, por cinco votos de los 
señores Ministros: Presidente Carlos García Vázquez, Felipe López 
Contreras, Juan Díaz Romero, Ignacio Magaña Cárdenas y José 
Antonio Llanos Duarte. Octava Época. Semanario judicial de la 
Federación. Tomo XII. Noviembre 1993. Pág. 177. Octava Época: 
GACETA del Semanario Judicial de la Federación. Núm. 71. 
Noviembre 1993. Pág. 22. Apéndice al Semanario Judicial de la 
Federación 1917-1995. Tomo V. Materia del Trabajo. Tesis 301. Pág. 
197. 

 
OFRECIMIENTO DEL TRABAJO. DEBE HACERSE SABER AL 
TRABAJADOR PARA QUE OPERE LA REVERSIÓN DE LA CARGA 
DE LA PRUEBA.  Si de autos aparece que la empresa demandada en 
su escrito de contestación ofreció al actor la reinstalación al trabajo en 
los mismos términos y condiciones en que éste lo desarrollaba, sin 
exhibir copia de tal escrito para el efecto de correr traslado a este 
último para que manifestara ante la propia Junta, lo que a su derecho e 
interés conviniera, esto es, si aceptaba o no regresar al trabajo; y tal 
ofrecimiento tampoco lo formuló verbalmente el patrón ante la Junta 
responsable, en ninguna de las fases de conciliación o de demanda y 
excepciones, es de inferir que fue incorrecto que la Junta en el laudo 
reclamado hubiese determinado que la carga de la prueba 
correspondía al referido trabajador. En efecto, siendo el procedimiento 
laboral predominantemente oral, en términos de lo establecido por el 
artículo 685 de la Ley Federal del Trabajo, era menester que la 
empresa demandada además de expresarlo en su escrito de 
contestación de demanda, ofreciera al trabajador en forma indubitable 
la indicada reinstalación, solicitando a la Junta que lo requiera a fin de 
que manifestara ante ella, lo que estimara pertinente en relación a la 
reinstalación de que se trata, pues de otra manera debe entenderse 
que no se le hizo saber al trabajador tal ofrecimiento. De ahí, que la 
Junta responsable no tenía ninguna base para determinar que la carga 
de la prueba correspondía al trabajador, máxime que ante la indicada 
omisión de la empresa demandada de no exhibir copia de su escrito de 
contestación de demanda, para que con la misma se le diera vista al 
quejoso, la Junta responsable no la expidió a costa de la multicitada 
empresa, tal como se lo ordena el artículo 878 III de la invocada ley 
laboral. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 
Amparo directo 48/88. Miguel Pencatl Juárez. 2 de marzo de 1988. 
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Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Brito Velázquez. 
Secretario: E. Gustavo Núñez Rivera. 

 
SALARIOS, CARGA DE LA PRUEBA DEL MONTO DE LOS. Conforme al 
artículo 784 de la Ley Federal del Trabajo, corresponde al patrón 
demostrar la cuantía del salario de un trabajador. Por ende, si éste 
manifiesta una cantidad distinta a la que afirma el enjuiciado, es claro que 
quien debe probar su aserto es la parte reo y no el empleado, siendo violatoria 
de garantías la resolución de la junta que absuelve a la parte patronal 
basándose en un aviso de modificación de salarios dado al Instituto Mexicano 
del Seguro Social con el que tiene por acreditados los emolumentos 
integrados del demandante, porque contiene una manifestación unilateral de 
aquella insuficiente para evidenciar los estipendios y sólo sirve para demostrar 
que ese salario fue modificado, debiéndose exhibir para el efecto los 
documentos idóneos como son las nóminas del personal, listas de raya 
o recibos de pago de salarios, conforme el artículo 784 en relación con el 
804, fracción II, ambos de la Ley Federal del Trabajo. QUINTO TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo 
directo 4600/87. Emilia Delgado Rivera. 8 de marzo de 1988. Unanimidad de 
votos. Ponente: Rafael Barredo Pereira. Secretario: Vicente Ángel González. 
Octava Época. Registro: 231676. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 
Tesis Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo I, Segunda 
Parte-2, Enero-Junio de 1988. Materia(s): Laboral. Tesis: Página: 633. 
 
SALARIOS. PRUEBAS DE SU PAGO.  Corresponde al patrono la obligación 
de probar que han sido cubiertas las prestaciones que establece la ley a favor 
de los trabajadores cuando ha opuesto la excepción de pago, ya que aquél es 
quien tiene en su poder los recibos o documentos que acreditan los 
pagos efectuados. Quinta Época: Tomo LIV, Pág. 2549. Amparo directo 
5209/37. Ponce Antonio. 1º. De diciembre de 1937. Unanimidad de 4 votos. 
Ponente: Xavier Icaza. Tomo LVI, Pág. 1791. Amparo directo 540/38. 
Sarmiento Lino R. 11 de junio de 1938. Unanimidad de 4 votos. Tomo LVII, 
Pág. 2482. Amparo directo 3574/38. Aguirre Antonio. 6 de septiembre de 
1938. 5 votos. Ponente: H. López Sánchez. Tomo LX, Pág. 2315. Amparo 
directo 1490/39. Rosales José. 24 de junio de 1939. Unanimidad de 4 votos. 
Ponente: Xavier Icaza. Tomo LXI, Pág. 3158. Amparo directo 1996/39. Ávila 
Pedro. 21 de agosto de 1939. Unanimidad de 4 votos. Ponente: H. López 
Sánchez. Séptima Época. Instancia: Cuarta Sala. Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación. Tomo: 151-156. Quinta Parte. Página:219. Nota (1): La 
prelación de precedentes ha sido corregida. Nota (2); Esta tesis también 
aparece en:  Apéndice 1917-1954, Cuarta Sala, Jurisprudencia No. 982, Pág. 
1794. 
 
SALARIOS, MONTO Y PAGO DE. CARGA PROBATORIA DEL PATRON. 
De acuerdo con el artículo 184, fracción XII, de la Ley Federal del Trabajo, el 
patrón tiene obligación de probar el monto así como el pago del salario al 
trabajador y al no acreditarlo, debe tenerse como tal, el indicado en la 
demanda. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
Amparo directo 425/90. José Antonio García Sánchez. 16 de mayo de 1990. 
Unanimidad de votos. Ponente: Salvador Bravo Gómez. Secretario: Fernando 
Lúndez Vargas. Octava Época. Registro: 224203. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Tesis Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación.  VII, Enero de 1991. Materia(s): Laboral. Tesis: Página: 458. 
 
SALARIOS, MONTO DE LOS. CUANDO SE MANIFIESTA 
INCONFORMIDAD, LA CARGA DE LA PRUEBA CORRESPONDE AL 
PATRON. El artículo 784, fracción XII, de la Ley Federal del Trabajo establece 
que la carga de la prueba sobre el monto del salario, cuando se manifiesta 
inconformidad con el señalado por el trabajador, corresponde al patrón, por lo 
que si al contestar la demanda éste afirma que el trabajador devengaba el 
salario mínimo, sin rendir prueba alguna que lo demuestre, la condena al pago 
de las prestaciones reclamadas sobre la base señalada por el obrero, no es 
violatoria de garantías porque la parte patronal es la que tiene los elementos 
probatorios necesarios para acreditar su monto, tales como recibos, nóminas, 
listas de raya, etc. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO 
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CIRCUITO. Amparo directo 761/95. Bartolo Velázquez García. 31 de enero de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Vilchiz Sierra. Secretario: Rafael 
García Magaña. Novena Época. Registro: 202240. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Tesis Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta.  III, Junio de 1996. Materia(s): Laboral. Tesis: X.1o.27 
L. Página: 942. 

 
Y por analogía de razón, el siguiente:  
 

PROBIDAD, CAUSAL DE RESCISION POR FALTA DE. NO LA 
CONFIGURA EL HECHO DE QUE EL PATRON PRESENTE UNA 
DENUNCIA PENAL EN CONTRA DEL TRABAJADOR. El artículo 17 
constitucional, al establecer que ninguna persona podrá hacerse justicia 
por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar un derecho, 
implícitamente autoriza a todo gobernado a acudir ante las autoridades 
para que determinen tales derechos y hagan justicia. Concretamente, 
tratándose de la existencia de un hecho que el particular estime puede 
ser delictuoso, está éste autorizado constitucionalmente para presentar 
la denuncia correspondiente. Por tanto, la circunstancia de que el 
patrón presente una denuncia ante la autoridad respectiva en 
contra del trabajador, por estimar que éste cometió un hecho que 
el denunciante cree podría ser delictuoso, no puede conceptuarse 
como falta de probidad. De sostener lo contrario, se obligaría al 
patrón a aceptar la existencia de cualquier conducta del trabajador, 
aun cuando pudiera ser delito, haciendo nugatorio el precitado 
derecho, que deriva de la Carta Magna. TRIBUNAL COLEGIADO 
DEL NOVENO CIRCUITO. Amparo directo 404/84. Manuel Solís Díaz. 
26 de septiembre de 1984. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo 
Baltazar Alvear. Secretario: Ricardo Díaz Chávez. Séptima Época, 
Sexta Parte: Volúmenes 133-138, página 65. Amparo directo 46/76. 
María Martínez de Álvarez y coagraviado. 21 de febrero de 1980. 
Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Arizpe Narro. Secretario: 
Gerardo Abud Mendoza. Nota: En los Volúmenes 133-138, página 65, 
la tesis aparece bajo el rubro "FALTA DE PROBIDAD, CAUSAL DE 
RESCISION POR. NO LA CONFIGURA EL HECHO DE QUE EL 
PATRON PRESENTE UNA DENUNCIA PENAL EN CONTRA DEL 
TRABAJADOR.". No. Registro: 248,939. Tesis aislada. Materia(s): 
Laboral. Séptima Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 187-192 Sexta Parte. 
Tesis: Página: 115. Genealogía: Informe 1980, Tercera Parte, 
Tribunales Colegiados de Circuito, tesis 16, página 265. Informe 1984, 
Tercera Parte, Tribunales Colegiados de Circuito, tesis 25, página 309. 

 
Con relación al trabajador C. 

, C. 

 en su carácter de legítimo propietario 
del bien inmueble ubicado en la 

 ésta Ciudad, CC. 

 e 

 en sus 
caracteres de de codemandados físicos, la litis consiste en determinar si es 
procedente la acción de Indemnización Constitucional por Despido Injustificado que 
aduce el actor fue objeto, o si por el contrario como manifiestan los codemandados 
físicos jamás ha existido relación de trabajo con aquel, por lo que esta autoridad 
determina que la carga de la prueba le corresponde al actor para demostrar dicha 
relación laboral. Siendo aplicable para mayor sustento legal a lo anteriormente 
expuesto y fundado, las siguientes tesis jurispurdenciales que a la letra dicen: 
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RELACIÓN DE TRABAJO. CARGA DE LA PRUEBA EN CASO DE SU 
NEGATIVA. Cuando el demandado, como patrón, niega lisa y llanamente la 
relación de trabajo, corresponde al actor demostrar su existencia, en virtud del 
principio general de derecho en el sentido de que quien afirma está obligado a 
probar sus afirmaciones. SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE 
TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 3136/94. Armando 
Bobadilla Pérez y otro. 6 de mayo de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: J. 
Refugio Gallegos Baeza. Secretaria: María Eugenia Olascuaga García. 
Amparo directo 541/2009. Moisés Fidel Cerón Álvarez. 25 de junio de 2009. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carolina Pichardo Blake. Secretaria: Sandra 
Iliana Reyes Carmona. Amparo directo 791/2010. Viridiana Radilla del Valle. 7 
de octubre de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Marco Antonio Bello 
Sánchez. Secretario: Miguel Barrios Flores. Amparo directo 79/2011. Antonio 
Hernández Rivera. 31 de marzo de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: 
Genaro Rivera. Secretaria: Lourdes Patricia Muñoz Illescas. Amparo directo 
731/2014. 16 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro 
Rivera. Secretario: Joaquín Zapata Arenas. Esta tesis se publicó el viernes 24 
de abril de 2015 a las 9:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de abril 
de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 
Plenario 19/2013. Décima Época. Registro digital: 2008954. Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 17, Abril de 2015, Tomo II. 
Materia(s): Laboral. Tesis: I.6o.T. J/22 (10a.). Página: 1572. 
 
RELACIÓN DE TRABAJO, NEGATIVA DE LA, CARGA DE LA PRUEBA. 
Cuando el patrón niega toda relación laboral o de alguna otra índole, toca al 
trabajador demostrar que existió entre ellos la relación de trabajo y el patrón 
no está obligado a demostrar que no existía relación laboral porque entonces 
estaría obligado a demostrar un hecho negativo. En cambio, cuando negando 
la relación laboral, el patrón reconoce que con el dicente trabajador tenía otra 
relación de naturaleza diferente, aquel está constreñido a demostrar la clase o 
tipo de esa relación, para concluir que no era laboral la que los unía.  PRIMER 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO. Amparo directo laboral 
60/90.- Leonor Ramírez Espinosa.- 8 de febrero de 1990. - Unanimidad de 
votos.- Ponente: Guillermo Baltazar Alvear.- Secretario: Guillermo Salazar 
Trejo. 
 
RELACIÓN LABORAL. DEBE ACREDITARLA EL TRABAJADOR CUANDO 
LA NIEGA EL PATRÓN.- Cuando la parte patronal al contestar la demanda 
niega lisa y llanamente la relación de trabajo, tal negativa es suficiente para 
revertir la carga de la prueba sobre la existencia de la relación laboral al 
trabajador, supuesto que el artículo 784 de la Ley Federal del Trabajo no lo 
exime de tal carga probatoria, y de que es un principio de derecho que quien 
niega no está obligado a probar sino el que afirma. SEGUNDO TRIBUNAL 
COLEGIADO DEL QUINTO CIRCUITO. HERMOSILLO, SON. V. 2o. J/13. 
Amparo directo 458/91.- Ramón Rábago Urías y otros.- 15 de enero de 1992,. 
Unanimidad de votos.- Ponente: José Nabor González Ruiz. Secretaria: Gloria 
Flores Huerta. Amparo directo 25/94.- Juan Antonio Montoya Galaz.- 10 de 
marzo de 1994.- Unanimidad de votos.- Ponente: Alicia Rodríguez Cruz.- 
Secretario: Eduardo Anastasio Chávez García. Amparo directo 79/95.- Ernesto 
López de la Rosa y otro. 16 de marzo de 1995.- Unanimidad de votos. 
Ponente: Alicia Rodríguez Cruz.- Secretario: Juan Carlos Luque Gómez. 
Amparo directo 569/95.- Héctor Salgado.- 24 de agosto de 1995.- Unanimidad 
de votos.- Ponente: Genaro Rivera.- Secretaria: Silvia Marinella Covián 
Ramírez. Amparo directo 732/95.- Juan Miguel Parra Robles.- 11 de octubre 
de 1995.- Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Rivas Pérez.- Secretario: 
Ernesto Encinas Villegas. PUBLICADO EN LA PAGINA 434 DEL 
“SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN Y SU GACETA”. NOVENA 
ÉPOCA TOMO II, NOVIEMBRE DE 1995. 

 
III.- Seguidamente, pasando al estudio de las pruebas ofrecidas por las partes, de las 
ofertadas por la parte demandante se determina lo siguiente: LAS 
CONFESIONALES a cargo del C. 
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en su carácter de propietario de la negociación 
demandada denominada “

”, C. 

 en su carácter de legítimo propietario del bien 
inmueble ubicado en la 

 ésta Ciudad, C. 

 a quien se le imputan hechos propios 
en la demanda, CC. 

 e 

 en sus caracteres de de codemandados físicos, 
NO FAVORECEN a su oferente para acreditar lo que pretende, toda vez que como 
consta de autos, en las audiencias de fechas veintinueve de mayo, veintinueve de 
mayo, treinta de mayo, treinta de mayo y dos de junio, todos de ***, de fojas 134 a 
135, 136 a 137, 138 a 139, 140 a 141 y 142 a 143, respectivamente, los absolventes 
de referencia contestaron de manera negativa a todas y cada una de las posiciones 
que les fueron formuladas, por lo que con sus respuestas no se esclarece punto o 
hecho controvertido alguno; siendo aplicable para mayor sustento legal a lo 
anteriormente expuesto y fundado la siguiente tesis jurisprudencial que a la letra 
dice: 

 
PRUEBA CONFESIONAL. INTERPRETACION DE LA RESPUESTA 
NEGATIVA DE LAS POSICIONES.  Como el absolvente de acuerdo 
con el artículo 790, fracción VI de la Ley Federal del Trabajo, al 
responder las posiciones que se le formulen tiene únicamente dos 
alternativas, negar o afirmar, entonces, si opta por lo primero, es 
inconcuso que se tendrán por negados los hechos cuestionados y a 
dicha contestación no se le podrá dar otra interpretación. TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 
Amparo directo 394/89. Salvador Rodríguez Salazar y otro. 24 de enero 
de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonsina Berta Navarro 
Hidalgo. Secretario: Jorge Humberto Benítez Pimienta. Amparo directo 
140/91. Nacional de Transportes, S.A. de C.V. 25 de septiembre de 
1991. Unanimidad de votos. Ponente: José de Jesús Rodríguez 
Martínez. Secretario: José de Jesús Murrieta López. Amparo directo 
349/91. José Cruz Cortés Luna. 26 de febrero de 1992. Unanimidad de 
votos. Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo. Secretario: Eugenio 
Isidro Gerardo Partida Sánchez. Amparo directo 513/92. Manuel 
Serrano Alvarado. 11 de noviembre de 1992. Unanimidad de votos. 
Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo. Secretario: Eugenio Isidro 
Gerardo Partida Sánchez. Amparo directo 363/95. Manuela Ramos 
Rosales. 17 de enero de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Andrés 
Cruz Martínez. Secretario: Miguel Ángel Regalado Zamora. Novena 
Época. Instancia: TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL TERCER CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta. Tomo: III, Febrero de 1996. Tesis: III.T. J/7. Página: 340.  

 
LA PERICIAL CALIGRAFICA, GRAFOSCOPIA, GRAFOMETRICA Y 
DOCUMENTOSCOPICA sobre las documentales consistentes en: a) recibo de pago 
quincenal correspondiente al período del 1 al 15 de diciembre de **** y b) recibo de 
pago de aguinaldo correspondiente al ejercicio ****, mismos que contienen al calce 
el nombre del actor y una firma ilegible, FAVORECE a su oferente para demostrar 
que las firmas que calza en los documentos relacionados y descritos en los incisos 
que anteceden, no fueron puestas de su puño y letra, toda vez que como consta del 
contenido del dictamen emitido por el P.M.C. 

, ofrecido por el trabajador, se 
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determina que su valor convictivo es jurídicamente fructuoso, dado que se precisan 
los motivos y fundamentos expuestos como apoyo de las conclusiones alcanzadas 
por dicho perito; esto así, pues esta Autoridad al constreñirse a su análisis, 
efectivamente deduce que el perito precisa con exactitud los motivos que tuvo para 
considerar que los documentos que tomo como base de cotejo para tomar muestra 
de las firmas indubitadas con las dubitadas no fueron iguales, existiendo 
incompatibilidad de unas con otras, lo que en el presente caso dictaminó mediante 
los estudios practicados con análisis Documentoscópicos y Grafoscópicos mediante 
la metodología técnico científica: analitica-descriptiva, deductiva-inductiva y 
comparativa, comprendiendo elementos tales como: cohesión, presión, inclinación, 
dirección, velocidad, dimensión, proporcionalidad, continuidad, entre otros, 
empleando el equipo siguiente: Cámara fotográfica tipo réflex marca Nikkon f10 con 
objetivo o lente macro de 72 mm, Cámara fotográfica digital mavica Sonycon un 
zoom de 16 X, Programa de Software irframview, Lentillas de medición grafoscopica 
de marca Sirchie, Visor infrarrojo fx 10 Sirche, Microscopio estereoscopio con 
adaptación de video y cámara fotográfica, Video con adaptadores de visión infrarroja 
de alta densidad, Plantilla 371h de Sirche, Kit de luz forense (Bluemaxx) de Sirche 
mod. BM200, Lámpara de luz ultravioleta de baja densidad y Negatoscopio; por lo 
que siendo éste perito un auxiliar de ésta autoridad, se llega a la conclusión que su 
dictamen cuenta con los motivos y fundamentos para determinar que las firmas no 
fueron puestas del puño y letra del hoy trabajador, todo lo anterior se advierte 
porque del simple contenido y lectura del dictamen de mérito  se asienta por que 
razón no concuerdan las firmas indubitadas con las dubitadas, porque razón al 
cotejar aquellas firmas con la dubitadas no guardan congruencia, no presentan los 
mismos gestos gráficos y porque las firmas indubitadas presentan concordancia de 
estructuración; limitándose a manifestar lo siguiente: “. . c) Conclusiones 
específicas, Finalmente el estudio de los indicios característicos de cada una 
de las partes antes mencionadas nos hace agregar las siguientes deducciones 
específicas:, Los indicios encontrados en la muestra problema y cuyo estudio 
comparativo con las muestras testigo en cuanto a su forma y características 
tanto generales como particulares, nos hace resolver los planteamientos del 
problema y concluir que: “LAS FIRMAS CUESTIONADA ENCONTRADAS EN 
LOS DOCUMENTOS CUESTIONADOS (RECIBOS DE PAGO) NO POSEE EL 
MISMO ORIGEN GRÁFICO QUE LAS MUESTRAS TESTIGO ES DECIR NO 
FUERON REALIZADAS POR 

”. Así también, al analizar los elementos 
fundamentales arriba citados, en sus resultados de estudio, señaló sus términos, y 
también fue preciso en que consisten los gestos gráficos a que hace referencia, y 
señaló en forma específica cada uno de los resultados obtenidos al aplicar el método 
empleado, pues es del conocimiento general que dicho método de estudio va de lo 
general a lo particular y que detalló de manera específica cada una de las 
concordancias y discordancias que dijo haber encontrado, que son suficientes para 
crear en su peritaje un claro entendimiento del mismo y por lo consiguiente una 
adecuada apreciación; razones por las cuales, dicha pericial tiene valor probatorio, 
luego entonces, al haber demostrado su objeción la parte actora, se le da pleno 
alcance y valor probatorio al documento en estudio, pues quien objeta un documento 
de falso tiene la obligación de demostrar tal objeción. Siendo aplicable para mayor 
sustento legal a lo anteriormente expuesto y fundado las siguientes tesis 
jurisprudenciales que a la letra dicen: 
 

PRUEBA PERICIAL CALIGRÁFICA O GRAFOSCÓPICA EN EL 
PROCEDIMIENTO LABORAL. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE SE 
CONSIDERE COMO FIRMA INDUBITABLE BASE DEL COTEJO, LA 
ESTAMPADA ANTE LA PRESENCIA JUDICIAL, AUN CUANDO SEA 
POSTERIOR AL DOCUMENTO CUESTIONADO, POR SÍ SOLA NO 
HACE INEFICAZ EL DICTAMEN RELATIVO.  El artículo 811 de la Ley 
Federal del Trabajo establece que si se objeta la autenticidad de algún 
documento en cuanto a contenido, firma o huella digital, las partes 
podrán ofrecer pruebas en relación con las objeciones; por tanto, si el 
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actor en un juicio laboral ofrece la prueba pericial caligráfica o 
grafoscópica para acreditar la falsedad de la firma contenida en un 
documento (renuncia o contrato de trabajo), los peritos, al emitir sus 
dictámenes pueden válidamente considerar como firma indubitable 
base del cotejo la que el oferente estampe ante la presencia judicial, 
aunque sea de fecha posterior a la del documento cuestionado, ya que 
por ese hecho adquiere relevancia jurídica, porque a través de dicha 
diligencia se tiene la certeza no sólo de su autenticidad, sino también de 
la anuencia de quien la puso, además de que el experto en la materia, 
al efectuar el análisis de las firmas, puede establecer si pertenecen o no 
a una determinada persona, aunque haya firmado de manera diferente, 
en virtud de que ciertos elementos característicos de la escritura 
siempre serán los mismos; máxime que a través de la mencionada 
prueba es posible determinar si la firma cuestionada proviene o no del 
puño y letra de la persona que plasmó la que fue base del cotejo, 
aunque sea de fecha posterior y el suscriptor haya pretendido disimular 
su grafismo habitual. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL 
VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 489/2001. Bebidas 
Purificadas de Acapulco, S.A. de C.V. 21 de febrero de 2002. 
Unanimidad de votos. Ponente: Maximiliano Toral Pérez. Secretaria: 
Martha Alicia López Hernández. Nota: La redacción de la tesis 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XV, junio de 2002, página 659, de rubro: 
"FIRMAS INDUBITABLES. PUEDEN TENERSE COMO TALES PARA 
EFECTUAR EL COTEJO RESPECTIVO, LAS CONTENIDAS EN 
DOCUMENTOS DE FECHA POSTERIOR A LAS TILDADAS DE 
FALSAS.", fue corregida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en cumplimiento a lo ordenado en la ejecutoria 
dictada en la contradicción de tesis 49/2002-SS, entre las sustentadas 
por el Primer y Cuarto Tribunales Colegiados, ambos del Vigésimo 
Primer Circuito, para quedar como aquí se establece. 

 
PRUEBA PERICIAL. SU ESTIMACION POR LAS JUNTAS DE 
CONCILIACION Y ARBITRAJE DEBE HACERSE ANALIZANDO 
TODOS LOS DICTAMENES RENDIDOS EN EL JUICIO, 
EXPRESANDO LAS RAZONES POR LAS CUALES LES OTORGAN O 
NIEGAN VALOR PROBATORIO.  Esta Suprema Corte ha sostenido 
con fundamento en lo dispuesto por el artículo 841 de la Ley Federal del 
Trabajo, que tratándose de la apreciación de la prueba pericial, las 
Juntas de Conciliación y Arbitraje deben expresar en el laudo las 
razones o motivos que las conduzcan a conceder o negar eficacia 
probatoria a los dictámenes periciales rendidos por las partes o, en su 
caso, por el tercero en discordia, para cumplir de esa manera con la 
garantía de fundamentación y motivación consagrada en el artículo 16 
constitucional, según aparece en la tesis jurisprudencial publicada con el 
número mil cuatrocientos ochenta y tres de la Compilación de mil 
novecientos ochenta y ocho, Segunda Parte, bajo el rubro de "PRUEBA 
PERICIAL. VALOR DE LA.", con la cual quedó superada la diversa tesis 
jurisprudencial que aparece publicada con el número mil cuatrocientos 
setenta y seis de la citada Compilación, Segunda Parte, con el título de 
"PRUEBA PERICIAL, APRECIACION DE LA, POR LAS JUNTAS DE 
CONCILIACION Y ARBITRAJE.", en la que se establecía que las Juntas 
gozaban de una facultad soberana para apreciar la prueba pericial; el 
criterio sostenido en esta última tesis fue abandonado luego de que una 
nueva reflexión sobre el tema condujo a esta Sala a estimar que la 
facultad de aquéllas para apreciar en conciencia dicha probanza no las 
libera del deber de expresar las razones por las cuales conceden o 
niegan eficacia probatoria a los dictámenes rendidos durante el juicio, a 
fin de que el particular afectado por el laudo esté en posibilidad tanto de 
conocer los motivos y fundamentos del laudo, como de cuestionarlos 
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ante el órgano de control constitucional, pues aunque las Juntas 
carecen de los conocimientos técnicos propios de la materia sobre la 
cual versa la pericial, les corresponde examinar si las conclusiones 
alcanzadas por los peritos resultan de un estudio profundo, acucioso, 
lógico y objetivo del problema planteado, por cuanto de ello depende 
que la prueba les merezca confiabilidad y credibilidad. Contradicción de 
tesis 19/94. Entre el Tercer y Sexto Tribunales Colegiados en Materia de 
Trabajo del Primer Circuito. 27 de junio de 1994. Cinco votos. Ponente: 
José Antonio Llanos Duarte. Secretario: Daniel Cabello González. Tesis 
de Jurisprudencia 28/94. Aprobada por la Cuarta Sala de este alto 
Tribunal en sesión privada del ocho de agosto de mil novecientos 
noventa y cuatro, por cinco votos de los señores Ministros: Presidente 
Ignacio Magaña Cárdenas, Felipe López Contreras, Juan Díaz Romero, 
Carlos García Vázquez y José Antonio Llanos Duarte. Octava Época. 
Instancia: Cuarta. Sala. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Tomo: 80, Agosto de 1994. Tesis: 4a./J. 28/94. Página:    
25. 

 
PRUEBA PERICIAL. SU VALORACION EN EL JUICIO LABORAL.  El 
valor probatorio de la prueba pericial no se encuentra sujeto a que la 
contraparte haya designado o no perito toda vez que los dictámenes 
periciales tienen valor probatorio por sí mismos, es decir, por sus 
motivos y fundamentos, y no obstante la circunstancia de ser colegiada 
la prueba pericial en el juicio laboral, ello no conlleva a concederle valor 
probatorio pleno al único dictamen rendido en el juicio; toda vez que su 
valor convictivo sólo puede jurídicamente ser producto de los motivos y 
fundamentos expuestos como apoyo de las conclusiones alcanzadas 
por el perito y que el juzgador se encuentra constreñido a analizar al 
ponderar esa probanza. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL 
QUINTO CIRCUITO. Amparo directo 632/95. Sociedad Cooperativa de 
Consumo "Ganaderos Organizados de Sonora", S.C.L. 7 de diciembre 
de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonso Cruz Sánchez. 
Secretario: Jaime Ruiz Rubio. Novena Época. Instancia: PRIMER 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL QUINTO CIRCUITO. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: III, Junio de 1996. Tesis: 
V.1o.6 L. Página:   915. 
 
PRUEBA PERICIAL, SU APRECIACIÓN POR LAS JUNTAS DE 
CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE.  Los peritos son simples auxiliares o 
colaboradores del juzgador que sirven para ilustrarlo en materias 
técnicas o científicas, y en el sistema de la Ley Federal del Trabajo los 
dictámenes nunca vinculan a las juntas, quienes están en libertad de 
rechazarlos, si es que no los consideran aceptables, o de elegir de entre 
los que hayan sido rendidos el que mejor les parezca. Sin embargo, esa 
facultad no puede llegar hasta suplir la opinión unánime de los peritos, 
para adoptar una conclusión contraria a la de éstos, puesto que para 
ello sería necesario poseer los suficientes conocimientos científicos 
sobre la materia respectiva, que permitieran contradecir el dictamen de 
los expertos, y es precisamente la carencia de tales conocimientos lo 
que obliga a recurrir a su auxilio; de manera que si, en su caso, los 
dictámenes periciales rendidos han sido coincidentes al asegurar la no 
existencia del estado de invalidez alegado por el actor, la Junta no 
puede tener por demostrado lo contrario a título de estimación en 
conciencia. La facultad de apreciar en conciencia las pruebas, que la 
Ley Federal del Trabajo otorga a las juntas de Conciliación y Arbitraje, 
significa que no están obligadas a estimarlas en determinado sentido, 
conforme a reglas abstractamente preestablecidas, pero no implica que 
en los juicios de trabajo la verdad penda por entero del íntimo 
convencimiento de las juntas, al grado de poder tener por cierto un 
hecho no justificado por alguno de los medios de prueba que la Ley 
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autoriza. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO 
CIRCUITO. Amparo directo 144/90. Juan Mejorado Sandoval. 25 de 
abril de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Leandro Fernández 
Castillo. Secretario: Abraham S. Marcos Valdés. Véase el: Informe 1989 
Tercera Parte página 721. Octava Época. Instancia: SEGUNDO 
TRIBUNAL.  COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. Fuente: 
Semanario. Judicial de la Federación. Tomo: VII, Enero de 1991. 
Página: 383. 
 
DOCUMENTOS PRIVADOS. SUS CONSECUENCIAS CUANDO SON 
OBJETADOS. De la interpretación de los artículos 797 y 798 de la Ley 
Federal del Trabajo, se obtiene que si el documento privado consiste 
en copia simple o fotostática, se podrá solicitar por el oferente de la 
prueba la compulsa o cotejo con su original. En cambio, si se trata del 
original del documento y es objetado en cuanto a contenido y firma, 
incumbe al propio objetante acreditar los hechos respectivos mediante 
la prueba conducente. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo en revisión 261/94. 
Petróleos Mexicanos. 19 de mayo de 1994. Unanimidad de votos. 
Ponente: Horacio Cardoso Ugarte. Secretaria: Ma. Guadalupe Villegas 
Gómez. Amparo directo 6521/95. Franyia Magdalena Estrada Malacón 
y otros. 3 de agosto de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: María 
Simona Ramos Ruvalcaba. Secretario: Jesús González Ruiz. Amparo 
directo 3001/98. Martha Elena Mercado Vargas. 16 de abril de 1998. 
Unanimidad de votos. Ponente: Horacio Cardoso Ugarte. Secretaria: 
Silvia E. Sevilla Serna. Amparo directo 16261/98. Camilo Enrique 
Fernández Aguirre. 30 de septiembre de 1998. Unanimidad de votos. 
Ponente: Ricardo Rivas Pérez. Secretario: José Luis Ruiz Sánchez. 
Amparo directo 1801/2004. Filiberto Flores Ramírez. 12 de febrero de 
2004. Unanimidad de votos. Ponente: María de Lourdes Juárez Sierra. 
Secretaria: Blanca Estela Torres Caballero. No. Registro: 181,567. 
Jurisprudencia. Materia(s):Laboral. Novena Época. Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo: XIX, Mayo de 2004. Tesis: I.1o.T. J/48. 
Página: 1509. 

 
LA DOCUMENTAL consistente en el oficio número ***/1era/****, de fecha dos de 
mayo de ***, signado por la C. LIC. 

 en su carácter de AGENTE DEL 
MINISTERIO PÚBLICO y dirigido a la C. LIC. 

 Presidente de ésta Junta, en 
la que da contestación al similar No. ***/****, deducido del expediente en que se 
actúa, NO FAVORECE a su oferente para acreditar que la oferta de trabajo haya sido 
de mala fe bajo el argumento que fue denunciado por su patrón C. 

, en virtud del 
razonamiento expuesto y fundado al momento de estudiar dicha oferta de trabajo, 
que por economía procesal en este acto se tiene por reproducido como si se 
insertara a la letra. LAS PRESUNCIONES LEGALES Y HUMANAS E 
INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES, FAVORECEN PARCIALMENTE a su 
oferente, con relación al C. 

en su carácter de propietario de la negociación 
demandada denominada “

”, le favorecen, toda vez que procedió su acción 
principal de Indemnización Constitucional por despido injustificado, ya que su 
contraparte no probó la inexistencia de dicho despido, y que de acuerdo a la carga 
procesal le correspondió demostrar; y con relación al C. 



JUNTA LOCAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DEL ESTADO DE CAMPECHE 

 
 

18 

 

 en su carácter de 
legítimo propietario del bien inmueble ubicado en la 

 ésta Ciudad, y a los 
CC. 

 e 

 en sus caracteres de codemandados físicos, no le favorecen, toda 
vez que no acreditó la relación laboral que adujo existió con aquellos, y que de 
acuerdo a la carga procesal le correspondió probar, es decir, no se dio el elemento 
esencial de una relación laboral, como lo es la subordinación y dependencia en 
términos de lo consagrado en los artículos 20, 21 y 134 fracción III de la Ley de la 
materia, siendo aplicable para mayor sustento legal a lo anteriormente expuesto y 
fundado, las siguientes tesis Jurisprudenciales y Asiladas, que a la letra dicen:   

 
RELACIÓN LABORAL, EXISTENCIA DE LA.  De conformidad con el 
artículo 20 de la Ley Federal del Trabajo, la relación de trabajo es la 
prestación de un servicio personal subordinado a una persona,  
mediante el pago de un salario. De esta definición se advierte que el 
elemento esencial de la relación de trabajo, que permite distinguirla de 
otras relaciones jurídicas, es el de la subordinación en la prestación del 
servicio, la cual se traduce en la facultad del patrón de disponer de la 
fuerza de trabajo del obrero de acuerdo con la ley o el contrato. 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo 
directo 89/96. Jesús René Simón Varela. 28 de febrero de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: 
Humberto Schettino Reyna. Novena Época. Instancia: SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: III, Marzo de 1996. Tesis: 
VI.2o.27 L. Página:  1008. 

 
RELACIÓN LABORAL. LA SUBORDINACIÓN ES EL ELEMENTO 
DISTINTIVO DE LA.  El artículo 20 de la Ley Federal del Trabajo, 
establece que por relación de trabajo debe entenderse la prestación de 
un trabajo personal subordinado a una persona mediante el pago de un 
salario. Así pues, la relación laboral tiene como elemento distintivo la 
subordinación jurídica entre patrón y trabajador, en virtud de la cual el 
primero se encuentra en todo momento en posibilidad de disponer del 
trabajo del segundo, quien a su vez tiene la obligación correlativa de 
acatar al patrón. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO 
CIRCUITO. Amparo directo 77/90. Justo Aguilar Martínez. 16 de abril de 
1990. Unanimidad de votos. Ponente: Ernesto Rosas Ruiz. Secretario: 
Jesús S. Fraustro Macareno. Amparo directo 820/93. Oscar Muñoz 
Jiménez. 12 de enero de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique 
Arizpe Narro. Secretario: José Garza Muñiz. Amparo directo 453/94. 
Marcelino Pérez Rivas. 29 de junio de 1994. Unanimidad de votos. 
Ponente: Leandro Fernández Castillo. Secretario: Juan Antonio Ramos 
Padilla. Amparo directo 825/94. Dolores Martínez Alanís y coag. 23 de 
noviembre de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Leandro Fernández 
Castillo. Secretario: Juan Manuel Rodríguez Gámez. Amparo directo 
96/95. Zeferino Martínez Rivera. 15 de febrero de 1995. Unanimidad de 
votos. Ponente: Enrique Arizpe Narro. Secretario: Jesús S. Fraustro 
Macareno. Novena Época. Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL 
COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Tomo: I, Mayo de 1995. Tesis: IV.2o. J/1. 
Página:   289. 

 
RELACIÓN OBRERO PATRONAL. ELEMENTOS QUE LA 
ACREDITAN.  Se tiene por acreditada la existencia de la relación 
obrero patronal, si se prueba: a) La obligación del trabajador de prestar 
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un servicio material o intelectual o de ambos géneros; b) El deber del 
patrón de pagar a aquél una retribución; y c) La relación de dirección y 
dependencia en que el trabajador se encuentra colocado frente al 
patrón; no constituyendo la simple prestación de servicios, conforme a 
una retribución específica, por sí sola una relación de trabajo, en tanto 
no exista el vínculo de subordinación, denominado en la ley con los 
conceptos de dirección y dependencia; esto es, que aparezca de parte 
del patrón un poder jurídico de mando, correlativo a un deber de 
obediencia de parte de quien realiza el servicio, de conformidad con el 
artículo 134, fracción III, del Código Obrero. QUINTO TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo directo 7275/89. Jardín de Niños Ferriere. 16 de noviembre de 
1989. Unanimidad de votos. Ponente: Gemma de la Llata Valenzuela. 
Secretario: Erubiel Arenas González. Amparo directo 8105/89. Javier 
Coss Bocanegra. 7 de diciembre de 1989. Unanimidad de votos. 
Ponente: Gemma de la Llata Valenzuela. Secretario: Erubiel Arenas 
González. Amparo directo 11005/90. Juan Crisantos Orozco. 22 de 
enero de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Rafael Barredo Pereira. 
Secretaria: Beatriz Valenzuela Domínguez. Amparo directo 5115/91. 
Florencio Peña Campos y otro. 13 de junio de 1991. Unanimidad de 
votos. Ponente: Gemma de la Llata Valenzuela. Secretario: José 
Francisco Cilia López. Amparo directo 6745/91. Modesto Pérez Flores. 
27 de agosto de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Rafael Barredo 
Pereira. Secretario: Vicente Ángel González. Aparece Publicada en la 
Gaceta Número 52, Pág. 36. Octava Época. Instancia: QUINTO 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: 52, Abril de 1992. Tesis: I.5o.T. J/31. Página: 36. 

 
De las pruebas ofrecidas por la parte demandada, se determina lo siguiente: LA 
CONFESIONAL a cargo del C. 

 en su carácter de actor, NO FAVORECEN a sus 
oferentes para acreditar lo que pretende, toda vez que como consta de autos, en la 
audiencia de fecha dieciséis de octubre de dos mil diecisiete, de fojas 356 a 357, el 
absolvente de referencia contestó de manera negativa a todas y cada una de las 
posiciones que le fueron formuladas por su contraparte, previa calificación por parte 
de esta Autoridad, por lo que con sus respuestas no se esclarece punto o hecho 
controvertido alguno. Siendo aplicable para mayor sustento legal a lo anteriormente 
expuesto y fundado, la Tesis de Jurisprudencia que por rubro lleva: “PRUEBA 
CONFESIONAL. INTERPRETACIÓN DE LA RESPUESTA NEGATIVA DE LAS 
POSICIONES.”, misma que fuese aplicada con antelación, cuyo contenido literal, 
por economía procesal se tiene por reproducido como si se insertara a la letra. LAS 
DOCUMENTALES consistentes en: a) recibo de pago quincenal correspondiente al 
período del 1 al 15 de diciembre de **** y b) recibo de pago de aguinaldo 
correspondiente al ejercicio ****, mismos que contienen al calce el nombre del actor 
y una firma ilegible, NO FAVORECEN a su oferente para demostrar lo que pretende, 
toda vez que esta probanza se encuentra en total contradicción con la prueba 
Pericial ofertada por la parte actora, estudiada y valorada con antelación, es decir se 
encuentra desvirtuada por el actor quien probó que las firmas que calzan en dichos 
documentos no fueron puestas de su puño y letra. LAS PRESUNCIONES LEGALES 
Y HUMANAS E INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES, FAVORECEN 
PARCIALMENTE a sus oferentes, con relación al C. 

en su carácter de propietario 
de la negociación demandada denominada “

”, no le favorecen, toda vez 
que no demostró la inexistencia del despido injustificado, y que de acuerdo a la 
carga procesal le correspondió probar; y con relación al C. 
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 en su carácter de 
legítimo propietario del bien inmueble ubicado 

ésta Ciudad, y a los CC. 

 e 

 en sus caracteres de codemandados físicos, les favorecen, toda 
vez que el actor no acreditó la relación laboral que adujo existió con aquellos, y que 
de acuerdo a la carga procesal le correspondió probar, es decir, no se dio el 
elemento esencial de una relación laboral, como lo es la subordinación en términos 
de lo consagrado en los artículos 20, 21 y 134 fracción III de la Ley de la materia.  
 
IV.- Con relación a las prestaciones reclamadas por el actor C. 

, se 
determina que con referencia al C. 

 en su carácter de legítimo 
propietario del bien inmueble ubicado 

ésta Ciudad, CC. 

 e 

 en sus 
caracteres de de codemandados físicos, resulta procedente absolverlos al pago 
de todas y cada una de las prestaciones, toda vez que dicho actor no acreditó la 
existencia de la relación laboral que aduce existió con aquellos, y si por el contrario 
éstos últimos demostraron su inexistencia a pesar de no corresponderle la carga de 
la prueba; y con relación al C. 

  en su carácter de propietario de la 
negociación demandada denominada “

”, resulta procedente condenarlo al 
pago de: a).- Indemnización Constitucional, b).- Prima de Antigüedad, y c).- Salarios 
Caídos, toda vez que la parte demandada no demostró sus excepciones y defensas, 
es decir, la inexistencia del Despido Injustificado alegado por su contraparte, y que 
de acuerdo a la carga procesal le correspondió probar; d). - Vacaciones y Prima 
Vacacional, e).- Aguinaldos, y f.- Horas Extras, toda vez que al existir controversia 
sobre éstas prestaciones, es a la parte demandada a quien le corresponde la carga 
de la prueba para demostrar que efectivamente no las laboró o que se le pagaron al 
reclamante, pues es quien cuenta con los medios probatorios idóneos y fehacientes 
para tal aserto, lo anterior de acuerdo a una recta y sana interpretación de los 
artículos 784 y 804 de la Ley Federal del Trabajo, lo que en el presente caso no 
aconteció; Siendo menester hacer la aclaración siguiente: I.- Por lo que se refiere a la 
prestación relacionada bajo los incisos b), se determinará en términos de lo 
establecido por los artículos 162 fracción II, 485 y 486 de la Ley Federal del Trabajo, 
por lo que se refiere a los incisos a), c), d), e) y f), se cuantificarán con el salario 
diario de $******, y II.- Con base a lo anterior, se advierte lo siguiente: - - - - - - - - - - -  
A).- Que con respecto a la Indemnización Constitucional relacionada en el inciso a), 
dicha acción intentada en el presente asunto laboral, reviste al igual que los salarios 
vencidos la naturaleza indemnizatoria por ser prestaciones que está comprendida en 
el artículo 48 de la Ley de la materia y en consecuencia propia del despido, aunado a 
ello, tanto como la Indemnización Constitucional como los salarios vencidos son 
accesorias a la acción principal, puesto que la segunda se encuentra contemplados 
como una consecuencia inmediata y directa, por lo tanto al ser de carácter 
indemnizatorio, para su monto debe aplicarse el salario diario ($******) que percibía el 
trabajador en el momento del despido, ya que de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 89 de dicha ley, el monto de las indemnizaciones deben determinarse con el 
salario correspondiente al día en que nazca el derecho a la indemnización incluirse la 
cuota diaria y la parte proporcional de las prestaciones mencionadas en el diverso 
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artículo 84, indemnización Constitucional, con base a la operación aritmética 
obtenida multiplicando los 90 días por el salario diario de conformidad con lo 
estipulado en el artículo 48 laboral, y para mayor esclarecimiento, se obtiene, con 
base a la siguiente tabla aritmética **X$******=$*********; - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
B).- Que con respecto a la Prima de Antigüedad, correspondiente a todo el tiempo 
de servicios prestados, toda vez que son accesorias a la acción principal, tomando 
en cuenta que la fecha de ingreso fue el uno de diciembre de ***, y la fecha del 
despido el veintiséis de diciembre de ***, se advierte que laboró aproximadamente 
un año, un mes, y por ende, le corresponde 12 días de salario por el primer año, y 1 
día por un del segundo año en su parte proporcional, que sumados entre sí, da un 
total de 13 días de salario, éste que de acuerdo al artículo 162 fracción I, de la Ley 
Laboral, a los trabajadores les corresponde el derecho al pago de ésta prestación 
accesoria de la acción principal, 12 días por cada año de servicios, misma prestación 
accesoria, que se deberá pagar de conformidad con lo estipulado en los artículos 
485 y 486 de la Ley en comento, es decir, con el doble del salario mínimo del área 
geográfica de aplicación a que corresponda el lugar de prestación del trabajo, 
considerándose esa cantidad como salario máximo, tomando en cuenta que el 
salario mínimo en el año ****, fue de $*****, por ende el doble corresponde a $*****, 
esto último como se desprende de lo establecido por la Comisión Nacional de 
Salarios Mínimos vigentes a partir del primero de enero de ***, mediante resolución 
emitida por el Consejo de Representantes de dicha Comisión, resolución publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el día veintiséis  de diciembre de ***, ésta última 
la cual esta autoridad está obligada a tomar en cuenta, pues se tratan de decretos 
de interés general indicados en el Diario Oficial de la Federación, y para mayor 
esclarecimiento, se obtiene, con base a la siguiente tabla aritmética 
**x$*****=$********; - - - - - - - - - - - - - - -- - - -- - -- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
C).- Que con respecto a las vacaciones correspondientes al primero y parte 
proporcional del segundo año de servicios prestados, más la prima vacacional 
correspondiente, tomando en cuenta que la fecha de ingreso fue el uno de diciembre 
de dos mil cinco, y la fecha del despido el veintiséis de diciembre de ***, se advierte 
que laboró aproximadamente un año, un mes, y por ende, le corresponde 6.66 días 
de salario, es decir, * días por el primer año de servicios, y la parte proporcional de 
0.66 días por el último año de servicios prestados, ello de acuerdo al artículo 76 de 
la Ley Laboral vigente, que establece que a los trabajadores les corresponde el 
derecho al disfrute de vacaciones que se genera por el tiempo de prestación de los 
servicios; y así se obtiene que por el primer año, el trabajador se hará acreedor a 
cuando menos seis días laborables, y aumentará en dos días laborables hasta llegar 
a doce, por cada año subsecuente de servicios, es decir, al segundo año serán 
ocho, al tercero diez, y, al cuarto doce; y para el caso de los trabajadores que 
tuvieran más años, después del cuarto año, el período de vacaciones se le 
aumentará en dos días por cada cinco de servicio y así sucesivamente, y como en el 
presente caso acontece, le corresponde 6 días por el primer año de servicios, y 0.66 
por el segundo año en su parte proporcional, misma prestación autónoma y 
accesoria, respectivamente, que se deberá pagar con base al salario diario, y para 
mayor esclarecimiento, se obtiene con base a la siguiente tabla aritmética 
****X$******=$********+**%=$********. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
D).- En cuanto a los Aguinaldos correspondientes a los 15 días, tomando en 
consideración que el demandante reclama el período correspondiente al año ***, que 
la fecha de ingreso fue el uno de diciembre de ***, y la fecha del despido el veintiséis 
de diciembre de ***, se advierte que laboró aproximadamente un año, un mes, que 
de acuerdo al artículo 87 de la Ley Laboral, a los trabajadores les corresponde 15 
días de salario de manera anual, luego entonces, se colige que por el año ***, le 
corresponde 15 días de salario, esto último obtenido con base a la cuantificación 
aritmética siguiente: al haber laborado el actor en el año ***, doce meses, 
ubicándose a los 15 días de aguinaldo respecto dicho año, y por último se multiplica 
por el salario diario ($******), y para mayor esclarecimiento se obtiene realizando la 
siguiente tabla aritmética **x$******=$*********; - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
E).- En cuanto a las horas extras reclamadas, correspondientes al último año de 
servicios prestados, tal y como los pide el actor tanto en su escrito inicial de 
demanda como en su ampliación y modificación a la misma, tomando en cuenta que 
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su jornada resulta ser diurna, con un máximo de 08:00 horas de lunes a sábado, con 
días de descanso los domingos de cada semana, con dos medias horas de 
descanso, la fecha de ingreso y despido, respectivamente, se deduce, que le 
corresponde legalmente al trabajador **** horas extras, la cual se determina 
multiplicando las 24 horas extras semanales por las cincuenta y dos semanas que 
trae un año acorde al calendario oficial, **x**=****, con base a la operación aritmética 
obtenida, al haber laborado en el último año de servicios prestados 52 semanas, le 
corresponde **** horas extraordinarias, por tanto, con respecto a las condenadas al 
100% (***) dividiendo el salario diario ($******) entre la jornada legal, multiplicado por 
el doble del salario diario y multiplicadas por las *** horas correspondientes, y con 
respecto a las condenadas al 200% (***), dividiendo el salario diario entre la jornada 
legal (diurna de 08:00 horas), multiplicado por el triple del salario diario ($******) y 
multiplicado por las *** horas restantes correspondientes, acorde a los artículos 67 y 
68 del ordenamiento laboral citado, y así los resultados se suman entre sí, y para 
mayor esclarecimiento, se obtiene con base a la siguiente tabla aritmética:  
$******÷*=****X*=***X***=$*********, $******÷*=****X*=*****X***=$**********, y 
$*********+$**********=$**********; - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
Lo anteriormente expuesto y fundado, es con la finalidad de realizar la cuantificación 
correcta fundada y motivada sobre los pagos de las prestaciones condenadas, 
dictando esta autoridad la presente resolución a buena fe guardada, a verdad sabida 
y apreciando los hechos en conciencia, sin necesidad de sujetarse a reglas o 
formulismos sobre estimación de pruebas, pero expresando los motivos y 
fundamentos en que se apoya, siendo claro, preciso y congruente con la demanda y 
demás pretensiones deducidas oportunamente en el juicio de conformidad con lo 
estipulado en los artículos 841 y 842 de la  Ley Federal del Trabajo en vigor.  
 

C. JOSÉ JESÚS TUYU CHAN 

Concepto Días Salario 
Mínimo 
Vigente 

2006 

Salario 
diario  

Monto de Condena. 

Indemnización 
Constitucional 

90  $****** $********* 

Prima de 
Antigüedad 

13 $***** (al 
doble) 

 $******** 

Vacaciones 6.66  $****** $******** 

Prima 
Vacacional 

25%  $****** $****** 

Aguinaldos  15  $****** $******** 

Horas Extras 1248 (468 
al 100% y 

780 al 
200%) 

 $****** $********** 

Salarios Caídos.   $****** A expensa de la fecha 
de ejecución 

 
Siendo aplicable para mayor sustento legal a lo anterior las siguientes tesis 
Jurisprudenciales y Asiladas que la letra dicen: 
 

PRIMA DE ANTIGÜEDAD. SU MONTO DEBE DETERMINARSE CON BASE 
EN EL SALARIO QUE PERCIBÍA EL TRABAJADOR AL TÉRMINO DE LA 
RELACIÓN LABORAL. En atención a que la prima de antigüedad es una 
prestación laboral que tiene como presupuesto la terminación de la relación de 
trabajo y el derecho a su otorgamiento nace una vez que ha concluido el 
vínculo laboral, en términos de los artículos 162, fracción II, 485 y 486 de la 
Ley Federal del Trabajo, su monto debe determinarse con base en el salario 
que percibía el trabajador al terminar la relación laboral por renuncia, muerte, 
incapacidad o jubilación, cuyo límite superior será el doble del salario mínimo 
general o profesional vigente en esa fecha. Clave: 2a./J., Núm.: 48/2011. 
Contradicción de tesis 353/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Primero del Décimo Octavo Circuito, Tercero en Materia de 
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Trabajo del Primer Circuito, Séptimo en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
el entonces Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, 
actual Primero en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, el entonces Segundo 
Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, actual Primero en Materias Civil y de 
Trabajo del Quinto Circuito, el Quinto en Materia de Trabajo del Primer Circuito 
y el entonces Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, actual Primero 
del Décimo Quinto Circuito. 16 de febrero de 2011. Cinco votos. Ponente: 
Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Amalia Tecona Silva. Tesis de 
jurisprudencia 48/2011. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del dos de marzo de dos mil once. Tipo: Jurisprudencia 
por Contradicción. Temas: Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. 
Derecho Procesal. 
 
PRUEBA. CARGA DE LA MISMA RESPECTO DE LEYES, REGLAMENTOS, 
DECRETOS Y ACUERDOS DE INTERÉS GENERAL PUBLICADOS EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN.  Respecto de las leyes, reglamentos, 
decretos y acuerdos de interés general, no se necesita probar su existencia en 
autos, pues basta que estén publicados en el Diario Oficial, para que la 
autoridad judicial esté obligada a tomarlos en cuenta, en virtud de su 
naturaleza y obligatoriedad, y porque la inserción de tales documentos en el 
órgano oficial de difusión tiene por objeto dar publicidad al acto de que se 
trate, y tal publicidad determina precisamente que los tribunales, a quienes se 
les encomienda la aplicación del derecho, por la notoriedad de ese 
acontecimiento, no puedan argüir desconocerlo. Contradicción de tesis 
23/2000-SS. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del 
Octavo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito. 
16 de junio del año 2000. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. 
Secretario: José Francisco Cilia López. Tesis de jurisprudencia 65/2000. 
Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión pública del 
dieciséis de junio del año dos mil. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XII, Agosto 
de 2000. Tesis: 2a./J. 65/2000 . Página:   260. 

 
VACACIONES. REGLA PARA SU CÓMPUTO.  De conformidad con el 
artículo 76 de la Ley Federal del Trabajo, el derecho al disfrute de vacaciones 
se genera por el tiempo de prestación de los servicios; y así se obtiene que 
por el primer año, el trabajador se hará acreedor a cuando menos seis días 
laborables y aumentará en dos días laborables, hasta llegar a doce, por cada 
año subsecuente de servicios, es decir, al segundo año serán ocho, al tercero 
diez; y, al cuarto doce. Después del cuarto año, el periodo de vacaciones se 
aumentará en dos días por cada cinco de servicios, que empezarán a contar 
desde el inicio de la relación contractual, porque la antigüedad genérica se 
obtiene a partir de ese momento y se produce día con día y, de forma 
acumulativa, mientras aquel vínculo esté vigente; por tanto, una vez que el 
trabajador cumple cinco años de servicios, operará el incremento aludido y, 
entonces, disfrutará hasta los nueve años de catorce días de asueto; luego, 
del décimo al décimo cuarto años de dieciséis y así sucesivamente. 
Contradicción de tesis 25/95. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Tercer Circuito y Segundos Tribunales Colegiados 
del Sexto y Octavo Circuitos. 10 de noviembre de 1995. Cinco votos. Ponente: 
Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria: Rosa María Galván Zárate. 
Tesis de jurisprudencia 6/96. Aprobada por la Segunda Sala de este alto 
tribunal, en sesión privada de diez de noviembre de mil novecientos noventa y 
cinco, por cinco votos de los Ministros: Genaro David Góngora Pimentel, 
Mariano Azuela Güitrón, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Sergio Salvador 
Aguirre Anguiano y presidente Juan Díaz Romero. Novena Época. Instancia: 
Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Tomo: III, Febrero de 1996. Tesis: 2a./J. 6/96. Página:   245. 
 
PRUEBA, CARGA  DE LA. CORRESPONDE INVARIABLEMENTE AL 
PATRÓN EN LOS CASOS DEL ARTÍCULO 784 DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO. De las disposiciones contenidas en el Artículo 784 de la Ley 
Federal del Trabajo, se entiende que, cuando se suscite discusión de juicio 
sobre las circunstancias y las prestaciones que ese precepto enuncia, 
entonces corresponde invariablemente al patrón acreditar lo concerniente a las 
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mismas, mediante la presentación de los documentos relativos, los cuales 
inclusive tiene obligación de conservar y exhibir por imperativo del diverso 
artículo 804 de la propia ley; Sin que sea necesario que la Junta que conozca 
de la controversia lo requiera para que los aporte, con el apercibimiento que 
de no hacerlo se presumirán ciertos los hechos alegados por el trabajador, de 
acuerdo con la primera parte del Artículo primeramente citado, pues, 
atendiendo a los términos en que esta redactado ese precepto, ha de 
entenderse que la Junta debe hacer tal requerimiento solo cuando la carga de 
la prueba corresponde al trabajador y aquella lo exima de esa obligación 
procesal, por considerar que por otros medios puede llegar al conocimiento de 
los hechos. Primer Tribunal Colegiado del Décimo Primer Circuito. Marzo 
Directo 475/89, Maria Teresa Imelda Martínez de Miranda, 28 de noviembre 
de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Federico Gutiérrez de 
Velazco Romo. Secretario: Antonio Rico Sánchez. Semanario Judicial. Tomo 
IV, Segunda parte-1, 1990, P. 395.  
 
DOCUMENTOS, OBLIGACIÓN DEL PATRÓN DE CONSERVAR LOS 
SEÑALADOS EN EL ARTICULO 804 DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO.  Si bien es cierto que conforme a lo dispuesto por el artículo 784 
de la Ley Federal del Trabajo, en sus diversas fracciones, la Junta eximirá de 
la carga de la prueba al trabajador y corresponderá al patrón probar su dicho 
cuando exista controversia sobre el monto y pago del salario; también lo es 
que, de acuerdo con lo dispuesto en el diverso artículo 804 de la misma ley, el 
patrón tiene la obligación de conservar y exhibir en juicio los documentos que 
se señalan, entre ellos, las listas de raya y nóminas o recibos de pago, 
solamente durante el último año de servicios y un año después de que se 
extinga la relación laboral; por tanto, es incuestionable que tal obligación del 
patrón quedó extinguida si el año posterior a la terminación de la relación de 
trabajo había transcurrido. SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE 
TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 10586/94. Julio César 
Olivares Martínez. 12 de diciembre de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: 
Carolina Pichardo Blake. Secretaria: María Marcela Ramírez Cerrillo. Octava 
Época. Instancia: TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación. Tomo: XV, Febrero de 1995. Tesis: 
I.6o.T.614 L. Página: 158. 
 
SALARIOS. PRUEBAS DE SU PAGO.  Corresponde al patrono la obligación 
de probar que han sido cubiertas las prestaciones que establece la ley a favor 
de los trabajadores cuando ha opuesto la excepción de pago, ya que aquél es 
quien tiene en su poder los recibos o documentos que acreditan los pagos 
efectuados. Quinta Época: Tomo LIV, Pág. 2549. Amparo directo 5209/37. 
Ponce Antonio. 1º. De diciembre de 1937. Unanimidad de 4 votos. Ponente: 
Xavier Icaza. Tomo LVI, Pág. 1791. Amparo directo 540/38. Sarmiento Lino R. 
11 de junio de 1938. Unanimidad de 4 votos. Tomo LVII, Pág. 2482. Amparo 
directo 3574/38. Aguirre Antonio. 6 de septiembre de 1938. 5 votos. Ponente: 
H. López Sánchez. Tomo LX, Pág. 2315. Amparo directo 1490/39. Rosales 
José. 24 de junio de 1939. Unanimidad de 4 votos. Ponente: Xavier Icaza. 
Tomo LXI, Pág. 3158. Amparo directo 1996/39. Ávila Pedro. 21 de agosto de 
1939. Unanimidad de 4 votos. Ponente: H. López Sánchez. Séptima Época. 
Instancia: Cuarta Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: 
151-156. Quinta Parte. Página:219. Nota (1): La prelación de precedentes ha 
sido corregida. Nota (2); Esta tesis también aparece en:  Apéndice 1917-1954, 
Cuarta Sala, Jurisprudencia No. 982, Pág. 1794. 
 
CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD, PRINCIPIOS DE. SUS DIFERENCIAS 
Y CASO EN QUE EL LAUDO INCUMPLE EL SEGUNDO DE ELLOS. Texto: 
Del artículo 842 de la Ley Federal del Trabajo se advierte la existencia de dos 
principios fundamentales o requisitos de fondo que deben observarse en el 
dictado del laudo: el de congruencia y el de exhaustividad. El primero es 
explícito, en tanto que el segundo queda imbíbito en la disposición legal. Así, 
el principio de congruencia está referido a que el laudo debe ser congruente 
no sólo consigo mismo, sino también con la litis, tal como haya quedado 
establecida en la etapa oportuna; de ahí que se hable, por un lado, de 
congruencia interna, entendida como aquella característica de que el laudo no 
contenga resoluciones o afirmaciones que se contradigan entre sí y, por otro, 
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de congruencia externa, que en sí atañe a la concordancia que debe haber 
con la demanda y contestación formuladas por las partes, esto es, que el 
laudo no distorsione o altere lo pedido o lo alegado en la defensa sino que 
sólo se ocupe de las pretensiones de las partes y de éstas, sin introducir 
cuestión alguna que no se hubiere reclamado, ni de condenar o de absolver a 
alguien que no fue parte en el juicio laboral. Mientras que el de exhaustividad 
está relacionado con el examen que debe efectuar la autoridad respecto de 
todas las cuestiones o puntos litigiosos, sin omitir ninguno de ellos, es decir, 
dicho principio implica la obligación del juzgador de decidir las controversias 
que se sometan a su conocimiento tomando en cuenta los argumentos 
aducidos tanto en la demanda como en aquellos en los que se sustenta la 
contestación y demás pretensiones hechas valer oportunamente en el juicio, 
de tal forma que se condene o absuelva al demandado, resolviendo sobre 
todos y cada uno de los puntos litigiosos que hubieran sido materia del debate. 
Por tanto, cuando la autoridad laboral dicta un laudo sin resolver sobre algún 
punto litigioso, en realidad no resulta contrario al principio de congruencia, sino 
al de exhaustividad, pues lejos de distorsionar o alterar la litis, su proceder se 
reduce a omitir el examen y pronunciamiento de una cuestión controvertida 
que oportunamente se le planteó, lo que permite, entonces, hablar de un laudo 
propiamente incompleto, falto de exhaustividad, precisamente porque la 
congruencia -externa- significa que sólo debe ocuparse de las personas que 
contendieron como partes y de sus pretensiones; mientras que la 
exhaustividad  implica  que el laudo ha de ocuparse de todos los puntos 
discutibles. Consecuentemente, si el laudo no satisface esto último, es 
inconcuso que resulta contrario al principio de exhaustividad que emerge del 
artículo 842 de la Ley Federal del Trabajo, traduciéndose en un laudo 
incompleto, con la consiguiente violación a la garantía consagrada en el 
artículo 17 de la Constitución Federal. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO 
EN MATERIA DE TRABAJO DEL CUARTO CIRCUITO. Precedentes: Amparo 
directo 461/2004. Alfonso Enríquez Medina. 22 de septiembre de 2004. 
Unanimidad de votos. Ponente: Victorino Rojas Rivera. Secretario: Reynaldo 
Piñón Rangel. Amparo directo 391/2004. Comisión Federal de Electricidad. 22 
de septiembre d e 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Alfredo Gómez 
Molina. Secretaria: Angelina Espino Zapata. Amparo directo 435/2004. 
Petróleos Mexicanos y Pemex Refinación. 15 de octubre de 2004. Unanimidad 
de votos. Ponente: Victorino Rojas Rivera. Secretaria: Liliana Leal González. 
Amparo directo 486/2004. Carlos Javier Obregón Ruiz. 20 de octubre de 2004. 
Unanimidad de votos. Ponente: Victorino Rojas Rivera. Secretaria: Liliana Leal 
González. Amparo directo 559/2004. Yolanda Perales Hernández. 27 de 
octubre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Abraham Calderón Díaz. 
Secretario: Francisco García Sandoval. Nota: Por instrucciones del Tribunal 
Colegiado de Circuito, la tesis que aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIX, febrero de 2004, 
página 888, se publica nuevamente con las modificaciones, tanto en el texto 
como en los precedentes, que el propio tribunal ordena. Registro IUS: 179074. 
Localización: Novena Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXI, Marzo de 2005, p. 959, 
tesis IV.2o.T. J/44, jurisprudencia, Laboral. 
 
LAUDO, MATERIA DEL.  La Junta, en sus laudos, tiene que resolver lo 
procedente en relación con las acciones intentadas y con las demás 
pretensiones deducidas oportunamente en el juicio, ya que de lo contrario, 
falta al principio de congruencia que exige el artículo 842 de la Ley Federal del 
Trabajo, lo que se traduce en violación de las garantías contenidas en los 
artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República. SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 189/90. 
Textiles Miguel, S.A. 13 de junio de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: 
José Galván Rojas. Secretario: Armando Cortés Galván. Amparo directo 
23/91. José Guadalupe Mendoza Pérez y otra. 29 de enero de 1991. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge 
Alberto González Alvarez. Amparo directo 132/95. Mutualidad Nacional de 
Trabajadores Textiles de la Rama del Algodón. 26 de abril de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goyzueta. 
Secretario: Gonzalo Carrera Molina. Amparo directo 406/96. Manuel Pérez 
García y otro. 19 de septiembre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: 
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Clementina Ramírez Moguel  Goyzueta. Secretario: Gonzalo Carrera Molina. 
Amparo directo 540/96. Ferrocarriles Nacionales de México. 16 de octubre de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goyzueta. 
Secretaria: Laura Ivón Nájera Flores. Novena Época. Instancia: SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta. Tomo: IV, Noviembre de 1996. Tesis: VI.2o. 
J/79. Página:   358. 

 
Por lo que es de resolverse y se: 
 

R  E  S  U  E  L  V  E : 
 

PRIMERO.- El actor C. 

, con relación al C. 

  en su carácter de 
propietario de la negociación demandada denominada “

”, procedió su 
acción de Indemnización Constitucional por Despido Injustificado, en tanto que aquel 
no demostró sus Excepciones y Defensas, es decir, la inexistencia del despido 
alegado, y que de acuerdo a la carga procesal le correspondió probar; y con relación 
al C. 

 en su carácter de legítimo propietario del bien inmueble ubicado en 

ésta Ciudad, CC. 

 e 

 en sus caracteres de de codemandados físicos, 
no demostró que haya existido con aquellos la relación obrero patronal que aduce en 
su libelo de demanda, y que de acuerdo a la carga procesal le correspondió probar. 
 
SEGUNDO: Se absuelve al C. 

 en su carácter de legítimo propietario del bien 
inmueble ubicado en 

 ésta Ciudad, CC. 

 e 

 en sus caracteres de 
de codemandados físicos, de pagarle al actor C. 

 todas y cada una de las 
prestaciones reclamadas en el escrito inicial de demanda, en base a los 
considerandos II, III y IV de la presente resolución, que por economía procesal se 
tienen por reproducidos como si se insertaran a la letra. 
 
TERCERO: Se condena al C. 

en su carácter de propietario de la 
negociación demandada denominada “

”, a pagarle al trabajador C. 

 las 
siguientes prestaciones de trabajo: la cantidad de $********* (SON: ******/100. M.N.) 
importe de 90 días de salarios por concepto de Indemnización Constitucional, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo; la 
cantidad de $******** (SON: ********/100 M. N.) importe de 13 días de salarios por 
concepto de Prima de Antigüedad, correspondiente a todo el tiempo de servicios 
prestados, condenada de conformidad con lo que establece el artículo 162 de la Ley 
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en comento; la cantidad de $******** (SON: ********/100 M. N.) importe de 6.66 días 
de salarios por concepto de Vacaciones, correspondiente al primero y parte 
proporcional del segundo año de servicios prestados, más el 25% de Prima 
Vacacional, condenadas de conformidad con lo establecido en los artículo 76, 78 y 
79 de la Ley Laboral vigente; la cantidad de $******** (SON: *****/100 M. N.) importe 
de 15 días de salario por concepto de Aguinaldo, correspondiente al último año 
(****), condenado de conformidad con el artículo 87 de la Ley invocada, y la cantidad 
de: $********** (SON: *******/100 M. N.) importe de **** Horas Extraordinarias, 
condenadas las primeras *** con un 100% más del salario diario que corresponda a 
las horas de la jornada, y las restantes *** con un 200% más del salario diario que 
corresponda a las horas de la jornada, correspondientes a todo el tiempo de 
servicios prestados, condenadas acorde a lo dispuesto por los artículos 67 y 68 del 
Ordenamiento Laboral citado; más los salarios vencidos que se generen contados a 
partir de la fecha del despido (26 de diciembre de ****) hasta el total cumplimiento 
del presente Laudo, cantidades que salvo error u omisión aritmética deberán ser 
pagados personalmente al trabajador demandante, a razón de un salario diario de 
$******. 
 
CUARTO: Se le concede a la parte demandada para dar cumplimiento a la presente 
resolución el término de 72 horas siguientes a la en que surta efectos su notificación. 
De lo anterior notifíquese a las partes por conducto del C. Actuario adscrito a esta 
Junta de la siguiente manera: al actor en el predio ubicado en la 

, y a la 
demandada en el 

, patrimonio cultural de la humanidad, ambos de esta 
Ciudad, debiéndoles hacer entrega de una copia autorizada de la presente 
resolución, respectivamente. Cúmplase. 
 
ASÍ LO PROVEEN Y FIRMAN POR UNANIMIDAD DE VOTOS LOS CC. INTEGRANTES DE 
LA JUNTA LOCAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DEL ESTADO DE CAMPECHE, A 
LOS VEINTE DÍAS DEL MES DE DICIEMBRE DE DOS MIL DIECISIETE.  

 
LA C. PRESIDENTE. 

 
LIC. ROSELY ALEJANDRA COCOM COUOH. 

 
REPRESENTANTE OBRERO                                        REPRESENTANTE PATRONAL 
 
C. LUIS FELIPE COCOM MAS.                                LIC. MA. CRISTINA CERON CAÑETAS. 

 
LA C. SECRETARIA. 

 
LIC. ELFFIE SELENE DZIB DEL TORO. 

 
CAZC. 
 
La Licenciada Elffie Selene Dzib del Toro, Secretaria de Acuerdos de la Junta Local 
de Conciliación y Arbitraje del Estado de Campeche, hago constar y certifico que en 
términos de lo previsto en los artículos 111 y 118 y demás conducentes en lo relativo 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
Campeche, y los anexos Quincuagésimo sexto y Sexagésimo del Acuerdo 
CONAIP/SNT/ACUERDO/EXT18/03/2016-03 del Consejo Nacional del Sistema 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 
Personales, por el que se aprueban los Lineamientos Generales en materia de 
clasificación y desclasificación de la información, así como para la elaboración de 
versiones públicas, publicado en el Diario Oficial de la Federación (Segunda Sección) 
del 15 de abril del 2016, en esta versión pública se suprime la información 
considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en el 
ordenamiento mencionado. Conste. 
 


